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Tal documento, además de que lo suscribió Cataño Bedoya como persona natural, no en calidad de representante de la sociedad demandada, tampoco demuestra que esta o aquel hubiese realizado la entrega del producto lombricol a la sociedad demandante, y el paz y salvo a que se refiere solo puede dar cuenta de las obligaciones que en él se incorporan; por tanto, no podía hacerse extensivo a la satisfacción de la obligación impuesta en la sentencia que se revisa, a la que no se refiere la prueba que se analiza.

(…)
Del anterior análisis, que se limitó al estudio de los argumentos planteados por la recurrente al formular sus reparos y sustentarlos en esta sede, como lo manda el artículo 328 del CGP, se evidencia que no demostró la parte demandada haber realizado la entrega ordenada en la sentencia impugnada.

Por tanto, se confirmará esa providencia y se condenará a la parte demandada a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.

7. No se condenará a la parte demandante a pagar los perjuicios causados a la sociedad demandada con el embargo y secuestro del producto lombricol F0-E01, como lo solicita la recurrente, porque no se da ninguna de las circunstancias previstas por el inciso 3º, numeral 10 del artículo 597 del CGP que autorizan proceder en aquella forma exclusivamente cuando se levantan esas medidas por desistimiento de la demanda, se termina el proceso ejecutivo por revocatoria del mandamiento ejecutivo o por cualquier otra causa y cuando se decide favorablemente el incidente de levantamiento de las mismas a un tercero poseedor.

Circunstancias como que el demandado no ha podido ingresar a las instalaciones donde se encuentra el producto en depósito, para hacerle mantenimiento y conocer su estado o para negociarlo, no están previstas por el legislador para imponer una condena como la solicitada en la sentencia que resuelve excepciones en un proceso ejecutivo.
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HECHOS: Por factura de venta 0255 del 31 de mayo de 2014, la sociedad Lombricol.Com SAS y el señor diego Fernando Cataño Bedoya  vendieron a la sociedad Prooganika SAS tres formulaciones e ingredientes para la producción del fertilizante orgánico Lombricol “FO-E01”, en cantidad de 30.000 litros, por valor de $60.000.000, cancelado a la sociedad demandada, en dinero efectivo, el 31 de marzo de 2014, descontando $1.800.000 por retención en la fuente.

De la misma forma se procedió con factura 0259 del 18 de junio de 2014; el precio se canceló el 20 de junio de 2014, mediante consignación en la cuenta de ahorros 11509772225 de Bancolombia, cuyo titular es Diego Fernando Cataño Bedoya y se descontó por retención en la fuente la suma de $1.500.000. También se acredita el pago con la anotación que obra en esa factura, en la que se lee “Pago total Módulos de Zaragoza (6)”.
Los demandados debían  cumplir las obligaciones  de dar los bienes o mercancías en esta ciudad, en el domicilio de la demandante, conforme reza en las facturas citadas, las que se asimilan a una letra de cambio, a lo que no han procedido.

PRETENSIONES: Librar mandamiento de pago a favor de la demandante y a cargo de los demandados, para que entreguen las tres formulaciones e ingredientes para la producción del fertilizante orgánico “Lombricol FO-EO1”, en la forma indicada en las facturas atrás descritas.

En subsidio, y de no hacerse la entrega, se libre orden de pago por perjuicios compensatorios en cuantía de $60 millones y $60 millones, con sus intereses moratorios.

MANDAMIENTO DE PAGO: Por auto del 15 de febrero de 2016 se libró mandamiento de pago en favor de la demandante  y en contra de la sociedad demandada, representada por Diego Fernando Cataño Bedoya “para que dentro de los diez días hábiles” a partir de la notificación de esa providencia, “procedan a ejecutar los actos a que se hace referencia en las pretensiones de la demanda”
PRONUNCIAMIENTO DE LA PARTE DEMANDADA: Por medio de su apoderado se pronunció sobre los hechos de la demanda.  Alegó que el 23 de mayo de 2014 le otorgaron un crédito por $120 millones para adquirir un inmueble y para tal fin suscribió las facturas aportadas como recaudo ejecutivo, sobre el producto Lombricol,  para lo cual el otorgante depositó, en esa fecha, y el 30 de agosto del mismo año, la suma de 30 millones, para un total de 60 millones. El 17 de junio “solicito (sic)” que solo necesitaba 60 millones, para lo cual, mediante oficio denominado modificación en cuantía a crédito otorgado el señor Javier Tomas Salazar  reformó el crédito, el 14 de junio de 2014, en los términos que transcribe y concluye que así se canceló la factura 0255 del 31 de mayo de 2014; además, mediante venta de acciones suscritas entre los socios de Proorganika, declaró al señor Diego Fernando a paz y salvo por todo concepto.Se refiere a un crédito otorgado por la demandante a Diego Fernando Cataño Bedoya por $120.000.000, de los que solo consignaron 60 millones, luego, el 14 de junio lo modificaron, quedando en 60 millones y fue al día siguiente que se canceló la factura 0255 y se creó la 00259, motivo por el cual la factura demandada perdió su valor y dejó de ser efectiva para cualquier reclamación.
También dijo que Diego Fernando Cataño, Blas Cárdenas Martínez y Javier Tomás Salazar Ochoa crearon la sociedad demandante, el 4 de marzo de 2014, y al primero se le asignaron 250.000 acciones de $1.000 cada una; el 2 de marzo de 2015 vendió sus acciones a los otros dos socios, incluidas las deudas de uno y otro, declarándose a paz y salvo por todo concepto, incluida la factura 0255 del 31 de mayo de 2014. Reitera que la factura 0255 se despojó de validez cuando las partes la dejaron si valor al crear la factura 0259, y esta se canceló con la compraventa de las acciones. 
Propuso como excepciones de fondo las que denominó inexistencia de las obligaciones y  transacción.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 29 de junio de 2017. En ella se declararon probada  parcialmente la excepción de fondo inexistencia de las obligaciones; se modificó el mandamiento ejecutivo para disponer que en el término de 30 días, la parte demandada, en coordinación con el secuestre y con las demás medidas de seguridad que el producto requiere y bajo su responsabilidad técnica, entregue a la parte demandante 30.000 litros del producto lombricol FO-EO1; se ordenó el pago de intereses moratorios desde el 18 de junio de 2014, sobre la suma de 60 millones; se levantó la medida de embargo sobre el excedente del producto embargado; se condenó al demandado en costas, por el 50% de su valor y se fijaron honorarios a la perito, por $1.230.000 a cargo de ambas partes.
Para decidir así, consideró el juzgado que  en  el interrogatorio rendido por el señor Diego Fernando Bedoya, admitió haber recibido la suma de $60.000.000, no por la venta de ese producto sino por un préstamo para vivienda, el cual surge del documento que obra a folio 161 pagaría la suma de $60.000.000 con 30 mil litros del producto Lombricol – EO1, a lo que no se procedió por cuanto se condicionó su entrega al pago del empaque y de $5.000 por litro a los socios productores de la firma a través de Lombricol SAS. Este hecho surge del documento visible a folio 91 en concordancia con la guía de correo que reposa a folio 90 vuelto aportado por la parte actora. Situación esta que también se colige de la prueba pericial  cuando la profesional designada sostiene que en el sistema de contabilidad de ambas sociedades no se reflejan los hechos de entrega por el vendedor y su correlativo recibo por parte del comprador, debe concluirse que efectivamente la obligación adquirida por el señor Castaño lo fue para la adquisición de un crédito de vivienda comprometiéndose para su pago a suministrar 30 mil litros del producto Lombricol por valor de $60.000.000, situación esta que reconoce el demandante al descorrer el traslado de las excepciones mediante escrito visible a folio 83. Afirma igualmente el demandado que los otros $60.000.000 quedaron cancelados al momento de efectuarse la venta de las acciones, situación que se refleja en el contrato de compraventa de las acciones donde se consigna que el señor Cataño Bedoya queda a paz y salvo por todo concepto. Frente a la entrega de la mercancía afirma el demandante que no se ha realizado, por su parte el demandado sostiene que si. La prueba en este aspecto lleva al despacho a concluir que efectivamente no ha sido entregada, este hecho surge del documento visible a folio 91, del contenido del interrogatorio del demandado y de la prueba pericial, sumado a ello la afirmación del testigo Humberto Cruz Castañeda respecto a que el producto se entregó, no encontró respaldo en otro medio de prueba que ofrezca al despacho certeza sobre este aspecto. Y es que debe indicarse que la prueba pericial demostró que la contabilidad de las dos sociedades aquí involucradas no cumplen las normas y principios contables, razón por la cual debió tenerse en cuenta por este despacho con algunas restricciones. La prueba traída al proceso a instancias de los dos sujetos procesales no fue copiosa y menos lo suficientemente certeza para demostrar el fundamento fáctico de la demanda y de las dos excepciones propuestas por la demandada; no obstante lo cual logró evidenciarse que efectivamente existía un contrato de compraventa y que el mismo no se cumplió a cabalidad. Considera el despacho necesario que no se hace necesario profundizar sobre el negocio celebrado inicialmente por las dos sociedades y que involucraron el producto lombricol, toda vez que aunque pudo ser la génesis del litigio aquí plateado no es lo sustancial de lo discutido en estas diligencias. En cuanto a la tacha que se le hizo al testigo traído por la parte demandada, considera el despacho que resulta inocuo pronunciarse al respecto. En síntesis se declarará probada la excepción de inexistencia de las obligaciones, se modificará el auto del mandamiento ejecutivo, se dispondrá el levantamiento de la medida cautelar existente y se fijarán honorarios a la perito entre otros aspectos. Se condenará en costas a la parte demandada y en favor de la parte actora. Teniendo en cuenta entonces que prosperó parcialmente la excepción, esta condena se hará en un porcentaje del 50%.”

APELACIÓN: El apoderado de la parte demandada, inconforme con el fallo lo impugnó. Los reparos y la sustentación se analizarán en la providencia que se ha de proferir. 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Se procede a dictar sentencia de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la sociedad demandada, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto  Civil del Circuito de Pereira, el 29 de junio de 2017, en este proceso ejecutivo que la sociedad Proorganika SAS le propuso a la sociedad Lombricol.com SAS.
CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos procesales concurren todos y no se advierte irregularidad alguna que haga írrito lo actuado. 
2. Corresponde a esta Sala establecer si la sociedad demandada hizo entrega a la sociedad demandante de treinta mil litros del producto lombricol FO-EO1, sobre la que versa el mandamiento ejecutivo, modificado en la sentencia que se revisa, para en últimas determinar si esta debe ser revocada, como lo propone la impugnante, o confirmada como lo solicita la parte actora. 

3. Para comenzar, es necesario indicar que aunque en la demanda se solicitó librar mandamiento ejecutivo en contra de la sociedad Lombricol. com SAS, representada a por el señor Diego Fernando Cataño Bedoya y contra este como persona natural, el juzgado solo lo hizo contra la primera, mediante auto del 15 de febrero de 2016, frente al cual no se interpuso recurso alguno.
4. El juzgado de primera sede declaró probada parcialmente la excepción de inexistencia de las obligaciones; modificó el mandamiento ejecutivo para disponer que en el término de 30 días, la parte demandada, en coordinación con el secuestre y con las demás medidas de seguridad que el producto requiere y bajo su responsabilidad técnica, entregue a la parte demandante 30.000 litros del producto lombricol FO-EO1; ordenó el pago de intereses moratorios desde el 18 de junio de 2014, sobre la suma de 60 millones y que a la fecha equivalen a $44.592.817; levantó la medida de embargo sobre el excedente del producto objeto de tal medida;  condenó en costas al demandado, por el 50% de su valor y fijó  honorarios a la perito, por $1.230.000 a cargo de ambas partes.

Para decidir así, después del análisis probatorio, concluyó, en síntesis, que el demandado recibió la suma de $60.000.000 por un préstamo para vivienda, la que pagaría mediante la entrega de 30 mil litros del producto Lombricol FO – EO1, a lo que aún no ha procedido.
5. El demandado no está conforme con esa decisión, pues a su juicio nada adeuda a la sociedad demandante. Sus argumentos se analizarán a continuación.
5.1 Aduce que ya entregó los 30.000 litros del producto lombricol F0-E01 y considera demostrado el hecho, porque de lo contrario no hubiera sido posible justificar el ingreso de los $254.994.000, como aparece en sus estados financieros.
No indicó la recurrente de dónde obtiene tal suma; sin embargo, revisados los documentos incorporados a la actuación, se observa que ella se menciona en la declaración de renta que presentó la entidad demandante a la DIAN, en el año 2014, en el acápite “total costos” y que obra a folio 130 del  cuaderno principal. Empero, no encuentra la Sala cómo considerar demostrada la referida entrega con una declaración de renta, en la que por su naturaleza no se incluyen asuntos como ese.

5.2 Alegó además la parte demandada que esa declaración de renta fue alterada posteriormente, para sustentar la demanda con la que se inició este proceso, relacionando pérdidas por más del 50%, lo que de acuerdo con las normas contables, justificarían la disolución de esa sociedad. 
Tal situación, además de no acreditar el hecho que se investiga, tampoco fue planteado por la parte demandada en la oportunidad para proponer excepciones, de manera que se trata de situación nueva, respecto de la cual la sociedad demandante no ha tenido oportunidad de ejercer su derecho de defensa.
5.3 Expresa que con el dictamen pericial practicado se probó lo compra del producto por $60.000.000, que se llevó a la cuenta de compras, mas no a la cuenta por cobrar o cuenta de anticipos, lo que significa que  entró y fue recibido a satisfacción por la demandante. 
Aunque en el peritaje dijo la experta que los $60.000.000 de la compra se anotaron en la cuenta contable denominada anticipo a proveedores y se trasladó en el mes de mayo de 2014 a la de compras, lo que no podía hacerse si el producto no había sido recibido, también dijo que no se probó la entrega porque a ella no se refieren los documentos aportados por el demandado, ni la contabilidad de la sociedad demandante, porque ninguno de ellos tiene entre sus cuentas la de inventarios, que permita observar la entrada y salida de productos.

Aquí se considera necesario resaltar, como se dijo con anterioridad, que aunque la demanda se dirigió también contra el señor Diego Fernando Cataño Bedoya, el mandamiento de pago no se libró en contra suya, sino de la sociedad Lombricol.com SAS. A pesar de ello, el dictamen pericial se practicó sobre los documentos que exhibió el citado señor, como persona natural. Así se plasmó en el trabajo respectivo, en el que después de relacionar la perito las actividades que ejerció antes de realizar su labor, entre ellas la lectura y observación del proceso, erróneamente concluyó que la sociedad Lombril.com SAS, entiende la Sala que se refiere en realidad a la sociedad Lombricol.com SAS, “no hace parte de la información relacionada con el proceso, razón por la cual la solicitud de información y documentación contable, fue dirigida a la Sociedad demandante y al Sr. Diego Fernando Cataño”,  pero este, se reitera, no es parte en el proceso, como persona natural. 
Aunque por esa razón lo consignado en el dictamen no resulta confiable, pues partió la experta de una errónea apreciación de lo que era objeto del peritaje, como se indicó anteriormente, ese trabajo no demuestra la entrega de la que se ha venido haciendo mención.

A pesar de que la apoderada del demandado encuentra la prueba de la entrega en los registros contables de la sociedad demandante, como se acaba de indicar, más adelante dice que no pueden tenerse como válidos ante la ley, porque no coinciden con la declaración de renta, lo que pone en evidencia la contradicción entre sus distintos argumentos.
También critica el dictamen pericial porque la perito no tuvo en cuenta que el crédito por $120.000.000 otorgado inicialmente al demandado, fue reducido a $60.000.000 y los dineros que ingresaron a la cuenta del señor Castaño no lo fueron por un préstamo sino por la venta del producto lombricol.

Tal asunto quedó por fuera del debate porque, en la sentencia proferida se reconoció parcialmente la excepción de inexistencia de obligaciones, y se ordenó entregar al demandado 30.000 litros de lombricol, con fundamento en que la sociedad demandada canceló su valor, correspondiente a $60.000.000. Es decir, tácitamente se negó la entrega de esa misma cantidad, por concepto de otra factura, por igual valor y que alcanzaban la cifra de los $120.000.000 a que se refiere la profesional que representa al demandado, decisión que no impugnó la parte actora.

5.4 La sociedad ejecutada estima que nada adeuda porque en el documento sobre venta de acciones que suscribieron la sociedad actora y el señor Diego Fernando Cataño Bedoya, se expresó que quedaba este a paz y salvo por todo concepto.

Después de aludir a otro documento, por medio del cual se aprobó y aceptó un crédito otorgado por la empresa demandante al mismo señor, insiste la abogada apelante en un préstamo que se le otorgó por $120.000.000 para adquirir una vivienda, suma de la que recibió la mitad; continuó vendiéndoles el insumo que él produce y aclara que esos $60.000.000 no los recibió en préstamo, sino como precio de la venta del lombricol y que al terminar la sociedad se hizo una liquidación de las deudas que tenía Diego con la sociedad y esta con aquel, por concepto de la compra independiente del mismo producto, documento que se registró en la Cámara de Comercio y en el que se le declaró a paz y salvo.
Ese medio de prueba obra a folios 58 a 61 del cuaderno principal y da cuenta de la venta que de sus acciones en la sociedad Proorganika SAS hizo el señor Diego Fernando Cataño Bedoya a los demás socios, señores Blas Cárdenas Martínez y Javier Tomás Salazar Ochoa, el 2 de marzo de 2015, por $192.772.880, que se cancelaron mediante cruce de dineros que el vendedor adeuda a la sociedad por concepto del 50% de los costos de funcionamiento que por ley le corresponden con corte al 31 de enero de 2015 y con unas obligaciones personales a cargo del mismo señor que se discriminaron así: $30.000.000 por concepto de un préstamo para vivienda, $34.800 por “concepto de pago dominio de lombricol”, $8.192.000 por arrendamientos de marzo a septiembre de 2014; $30.000.000 por préstamo destinado a la compra de vivienda y $8.800.000 por retención en la fuente de los meses de abril de 2014 a enero de 2015, para un total de $77.026.800. En la cláusula sexta se expresó que las partes se declaran a paz y salvo por todo concepto.
Tal documento, además de que lo suscribió Cataño Bedoya como persona natural, no en calidad de representante de la sociedad demandada, tampoco demuestra que esta o aquel hubiese realizado la entrega del producto lombricol a la sociedad demandante, y el paz y salvo a que se refiere solo puede dar cuenta de las obligaciones que en él se incorporan; por tanto, no podía hacerse extensivo a la satisfacción de la obligación impuesta en la sentencia que se revisa, a la que no se refiere la prueba que se analiza.
5.5 Aduce la apoderada del demandado que el juzgado olvidó aclarar que el señor Cataño Bedoya, como socio de Proorganika es merecedor o acreedor del 50% del producto tantas veces citado, por ser el propietario de aquella en ese porcentaje, en razón a que omitió tener en cuenta el paz y salvo que firmaron la sociedad actora y su poderdante cuando se terminó la sociedad y por tanto, si el citado señor debe entregarlo, también debe ser considerado propietario de los 30 mil litros por tener la calidad de socio a la fecha de la negociación.
Al respecto basta decir que en este asunto no se discutió lo relacionado con la participación del señor Diego Cataño Bedoya en la sociedad demandante, y que el citado señor, como persona natural, no es parte en el proceso, como ya se ha indicado.

6. Del anterior análisis, que se limitó al estudio de los argumentos planteados por la recurrente al formular sus reparos y sustentarlos en esta sede, como lo manda el artículo 328 del CGP, se evidencia que no demostró la parte demandada haber realizado la entrega ordenada en la sentencia impugnada.

Por tanto, se confirmará esa providencia y se condenará a la parte demandada a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
7. No se condenará a la parte demandante a pagar los perjuicios causados a la sociedad demandada con el embargo y secuestro del producto lombricol F0-E01, como lo solicita la recurrente, porque no se da ninguna de las circunstancias previstas por el inciso 3º, numeral 10 del artículo 597 del CGP que autorizan proceder en aquella forma exclusivamente cuando se levantan esas medidas por desistimiento de la demanda, se termina el proceso ejecutivo por revocatoria del mandamiento ejecutivo o por cualquier otra causa y cuando se decide favorablemente el incidente de levantamiento de las mismas a un tercero poseedor.

Circunstancias como que el demandado no ha podido ingresar a las instalaciones donde se encuentra el producto en depósito, para hacerle mantenimiento y conocer su estado o para negociarlo, no están previstas por el legislador para imponer una condena como la solicitada en la sentencia que resuelve excepciones en un proceso ejecutivo.
8. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el fallo recurrido y se condenará al impugnante a pagar las costas causadas en esta instancia a favor del demandante. Se liquidarán en primera, en los términos del artículo 366 del CGP, previa fijación de agencias en derecho, lo que se hará en esta sede, por separado. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
F A L L A:

1º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 29 de junio de 2017, en el proceso ejecutivo que la sociedad Proorganika SAS le propuso a la sociedad Lombricol.com SAS.

2º Se condena a la parte demandada a pagar las costas causadas en esta instancia a favor del demandante. Se liquidarán en primera, en los términos del artículo 366 del CGP, previa fijación de agencias en derecho, lo que en esta sede se hará por separado.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.
Los magistrados, 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Viene sentencia proceso 2015-00754. 
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